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Seccién Cuarta '

- : ASUNTO: Recurso de amparo
promovido en nombre de dofia
Maria del Carmen Bengoechea
Martin y otras personas.

Excmos. Sres.:
SOBRE: Auto de la Seccién Ter-

D. Miguel Rodriguez Pifierc vy cera de lo Contencioso-

Bravo Ferrer Administrativo del Tribunal
D. Alvaro Rodriguez Bereijo Supremo, que desestima recurso
D. José Gabaldédn Lépez de sUplica contra resolucién

que declara cumplido lo orde-
nado en la Sentencia de 8 de
i mayo de 1985.

Presunta vulneracién del
art. 24.1 de la C.E..

La Seccién ha examinado el recurso interpuesto por
dofia Marfia del Carmen Bengoechea y otras personas

I. ANTECEDENTES

- UNE A4

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el dia 8 de marzo de 1990, registrado en este Tribunal
el dfa 9 del mismo mes y afio, don Jacinto GSmez Simdén, Procura-
dor de los Tribunales, en nombre y representacién de dofia Maria

—Papel d¢ Oficio-

del Carmen Bengoechea Martin y otras personas, interpone recur-—
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so de amparo contra el Auto de la Seccién Tercera de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de 17 de
enero de 1990, que desestima recurso de éﬁplica contra la pro-
videncia de 15 de febrero de 1989, que declaré ejecutada la
Sentencia de 8 de mayo de 1985, recaida en el recurso
contencioso-administrativo 306.912, y ordendé el archivo de los
autos.

2. De la demanda, y de las resoluciones judiciales
que a la misma se adjuntan, resultan los siguientes anteceden-
tes féacticos: '

a) La Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Supremo, por Sentencia de 8 de mayo de 1985, estimé
parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por determinados trabajadores del Organismo Auténomo Aeropuer-—
tos Nacionales contra actos presuntos desestimatorios de las
peticiones formuladas al Ministerio de Transportes y Comunica-
ciones y a la Presidencia de Gobierno para que por uno u otro
Organismo se diera inmediato cumplimiento a lo dispuesto en la
Ley 41/1979, de 10 de diciembre, y, en consecuencia, en su par-
te dispositiva declaré que "el Gobierno, por mediacidén del Or-
ganismo correspondiente de la Administracién, debe dar inmedia-
to cumplimiento a lo establecido en la Disposiciédn final prime-
ra de la Ley 41/1979, de 10 de diciembre".

La citada Ley 41/1979, de 10 de diciembre, por la
que se crearon varios cuerpos de funcionarios del Ministerio de
Transportes y Comunicaciones, al objeto de regular la situacién
administrativa del personal civil que prestaba servicios en el
Ministerio del Aire y pasaba a desempefiarlos en el de Trans-—
portes y Comunicaciones, disponia en su Disposicién final:

"Por el Gobierno, conforme a la legislacién vi-
gente en la materia y en el plazo méximo de seis
meses, se procederd a la creacidn de las escalas o
plazas y fijacién de las plantillas correspondien-
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tes del Organismo Auténomo "Aeropuertos naciona-
les", reguléndose la forma dg integracién o dere-
chos de concurso-oposicién restringido del personal
que venga ejerciendo, en cualquier organismo ads-
crito a la Subsecretarfa de Aviacién Civil al
crearse el Ministerio de Transportes y Comunicacio-
nes similares funciones a las de las referidas es-
calas o plazas de forma andloga a la establecida
por esta Ley para los Cuerpos que en la misma se
crean. El personal civil no funcionario y el perso-
nal sometido a una relacién Jjuridica de caracter
administrativo, de la Subsecretaria de Aviacién Ci-
vil y del Organismo auténomo "Aeropuertos Naciona-
les" que no tuviese opcién a integrarse en los
Cuerpos que se crean en la presente Ley, asi como
' los que teniendo dicha opcién decidiesen no ejerci-
tarla o, en su caso, ho superasen el concurso-
oposicién, conservarén plenamente los derechos que
de su condicién se deriven segin las disposiciones
en vigor.".

b) Acordado por el Ministerio de Transportes, Tu-
rismo y Comunicaciones, mediante Resolucién de 14 de agosto de
1985, el cumplimiento de la Sentencia en sus propios términos y
transcurrido un afio sin que se hubiera producido el cumplimien-
to efectivo de la misma, los demandantes en amparo, personal
del Organismo Auténomo Aeropuertos Nacionales, instaron ante la
Sala Tercera del Tribunal Supremo la ejecucién de la citada
Sentencia.

La Sala, por Auto de 9 de octubre de 1986, recabd
informe al Ministerio sobre las medidas adoptadas en
cumplimiento de 1la Sentencia vy, ante nueva denuncia de
incumplimiento por los recurrentes, por Auto de 15 de diciembre
de 1987 estimé incumplida por la Administracién la Sentencia,
solicité por oficio reservado dirigido al Ministerio, a fin de
dar cumplimiento a lo dispuesto en el art. 110.3 L.J.C.A., los
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nombres, cargos y domicilios de las personas que pudieran ser
consideradas como responsables del incumplimiento Y.
finalmente, declaré no haber lugar a ejecutar por la Sala la
Sentencia al no ser posible por carencia de datos y
antecedentes precisos.

¢) Formulado nuevo escrito de siUplica por los recu-
rrentes, una vez instruida la documentacién remitida por el Mi-
nisterio con fecha de 14 de enero de 1988, la Sala por Auto de
9 de junio de 1988 acordé dirigir nuevamente oficio reservado
al Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones al obje-
to de que participase los nombres, cargos y domicilios de las
personas que en principio pudieran ser consideradas como res-
ponsables del incumplimiento de la Sentencia y declard no haber
lugar a fijar las bases de la ejecucién.

d) Por providencia de 15 de febrero de 1989, 1la
Sala, visto el escrito del Ministerio de 23 de enero y el con-
tenido del art. 39.3 de la Ley 37/1988, de 28 de noviembre, de
Presupuestos Generales del Estado, consideré que el citado pre-
cepto daba cumplimiento a lo dispuesto en la Disposicién final
primera de la Ley 41/1979, de 10 de diciembre, "cumpliéndose
asi lo ordenado en la Sentencia de 8 de mayo de 1985 y estando
por tanto ejecutada ésta", y ordené el archivo de los autos.

El citado art. 39.3 de la Ley 37/1988, de 28 de di-
ciembre dispone:

"En cumplimiento de lo previsto en la Disposgi-
cién final primera de la Ley 41/1979, de 10 de di-
ciembre, el personal civil no funcionario, a que se
refiere dicha Disposicién, del Organismo Autdénomo
Aeropuertos Nacionales y de los restantes Organos
que hubieran estado adscritos a la Subsecretaria de
Aviacién Civil al crearse el Ministerio de Trans-—
portes, Turismo y Comunicaciones, podré& integrarse
en las Escalas Técnica de Gestidén de Organismos Au-
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ténomos, de Técnicos Facultativos Superiores de los
Organismos Auténomos del Ministerio de Transportes,
Turismo y Comunicaciones o de titulados de Escuelas
Técnicas de Grado Medio del Ministerio de Transpor-
tes, Turismo y Comunicaciones.

La referida integracién se produciré a través
de 1la participacién del personal, que reGna la
titulacién y demés condiciones generales de capaci-
dad necesarias para el ingreso en la Escala de que
se trate, en concurso-oposicién en los que se ten-
drén en cuenta, especificamente, los méritos adqui-
ridos por dicho personal en el desempefio de puestos
de trabajo adscritos a los Organismos anteriormente
citados.

No obstante, el personal que no participe o no
supere dichas pruebas podrd permanecer en el puesto
de trabajo que desempefie, sin menoscabo de sus ex-
pectativas de promocién profesional y conservando
los derechos que de su condicién se deriven segin
las disposiciones en vigor.".

e) Interpuesto recurso de suplica contra la citada
providencia, es desestimado por Auto de 17 de enero de 1990. Se
seflala en el citado Auto, a los efectos que a este amparo inte-
resa, que el art. 39.3 de la Ley 37/1988 constituye ejecucién
y cumplimiento de lo establecido en la Sentencia de 8 de mayo
de 1985, en cuanto lo dispuesto en la Disposicién final primera
de la Ley 41/1979 ha tenido efectividad a través del art. 39.3
de la Ley 37/1988.

3. En cuanto a la fundamentacién juridica de la de-
manda invocan 1los recurrentes como lesionado el derecho a la
tutela judicial efectiva recogido en el art. 24.1 de la C.E..
El derecho a la tutela judicial efectiva habria sido wvulnerado

al tener el Tribunal Supremo por ejecutada su Sentencia de 8 de
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mayo de 1985 por el art. 39.3 de la Ley 37/1988, de 28 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del Estado, contrariando
asi los términos de lo entonces decidido,.pues la simple lectu-
ra del citado precepto evidencia que el mismo contiene diferen-
cias sustanciales con la Disposicién final primera de la Ley
41/1979, de 10 de diciembre, cuyo cumplimiento y ejecucién
imponia la Sentencia. Diferencias que estriban, esencialmente,
en que por el art. 39.3 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre,
no se procede a la creacién de las escalas o plazas o fijacién
de plantillas del Organismo Auténomo Aeropuertos Nacionales,
privédndoseles a los recurrentes del derecho de acceso a dichas
plantillas por la via de la integracién directa o del concurso-
oposicién restringido, restringiéndose, ademas, el &ambito per-
sonal de los beneficiados por la Ley 41/1979, de 10 de diciem-
bre. Existe, a juicio de los recurrentes, una clara desviacién
entre lo estatuido en el fallo y lo ejecutado, de forma que al
tener la Sala por ejecutada la referida Sentencia, ha operado
de un modo plenamente formal en lo relativo al entendimiento de
lo que la ejecucién significa dentro del sistema de protecciédn
de los derechos fundamentales.

Por ello, suplican al Tribunal Constitucional que
dicte Sentencia por la que se otorgue el amparo solicitado y se
declare la nulidad del Auto de la Sala del Tribunal Supremo de
17 de enero de 1990, reconociéndose a los demandantes el dere-
cho al cumplimiento y ejecucién en sus propios términos de la
Sentencia de la misma Sala de 8 de mayo de 1985, vy
subsidiariamente, en caso de Qque se estime que existen razones
que impidan hacer efectiva la identidad entre lo estatuido y lo
ejecutado, se declare el derecho de los recurrentes a la co-
rrespondiente indemnizacién.

4. Mediante providencia de 1 de octubre de 1990, la
Seccidén Cuarta del Tribunal Constitucional acordé otorgar a los
demandantes de amparo y al Ministerio Fiscal un plazo comin de
diez dias para formular alegaciones, en relacién con la caren-
cia manifiesta de contenido constitucional de la demanda que
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justifique una decisién sobre el fondo de la misma por parte de
este Tribunal (art. 50.1 c] de la LOTC).

5. En su escrito de alegaciones, los solicitantes
de amparo reiteran la existencia de una clara divergencia entre
lo estatuido por el Tribunal Supremo en su Sentencia de 8 de
mayo de 1985 y lo ejecutado a través del art. 39.3 de la Ley
37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Es-
tado y la queja de que dicha divergencia supone una violacién
del art. 24.1 de la Constitucién que consagra el derecho a la
tutela judicial efectiva. De ello se deriva un indiscutible
contenido constitucional de la demanda, al solicitarse el ampa-
ro frente a la violacién de un derecho fundamental que aparece
consagrado en un precepto incluido en la Seccién Primera del
Capitulo II de la Constitucién, susceptible, por tanto, de
recurso de aﬁparo. Concluyen su escrito suplicando al Tribunal
Constitucional la admisién a trémite de demanda.

6. Por su parte, el Fiscal ante el Tribunal Consti-
tucional sefiala en su escrito de alegaciones, tras referirse a
la doctrina del Tribunal Constitucional sobre las exigencias
que en orden a la ejecucién de las resoluciones judiciales de-
rivan de lo dispuesto en el art. 24.1 de la Constitucidén, que
la Ley 37/1988 ha dado cumplimiento a lo dispuesto en la Dispo-
sicién final de la Ley 41/1979, que era lo ordenado en la Sen-
tencia, ya que crea las escalas a las que aludfa esta Disposi-
cién legal y el modo de integrarse en las mismas el personal
civil no funcionario, reproduciendo en este segundo aspecto
practicamente los mismos términos empleados en la disposicién
que se cumple. Para el Fiscal, el hecho de que la creacién de
escalas y plazas a las que se referia la Ley de 1979 se haya
realizado por Ley, lo que se explica por la necesidad de que la
creacién de escalas de funcionarios y su integracidén en otras
"debe hacerse en norma de rango de Ley" (STC 99/1987), nada
tienen que ver con el derecho fundamental declarado en el art.
24.1 de la Constitucién. En realidad, la Ley de 1988 més due
ejecutar un fallo judicial, lo que hace es dar cumplimiento a
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la Ley de 1979, con independencia de que el fallo judicial hu-
biera ordenado su cumplimiento. Asi, si la Ley ha dado cumpli-
miento a lo dispuesto en otra, que era io perseguido por 1los
recurrentes en su reclamacién judicial y lo acordado por el
Tribunal Supremo, forzosamente habr& que concluir que el fallo
judicial se ha llevado a efecto. Concluye su escrito interesan-
do la inadmisién a trémite de la demanda, por carecer de conte-
nido constitucional.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque en el encabezamiento y en el suplico de
su demanda los solicitantes de amparo dicen impugnar, tan sélo,
el Auto de 17 de enero de 1990, mediante el que rechazé la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo su
recurso de suplica, lo cierto es que la vulneracidén originaria
del derecho a obtener la tutela judicial efectiva, que se
invoca como lesionado, se habria producido ya, en hipdtesis, a
resultas de la providencia de 15 de febrero de 1989, pues fue
esta resolucién la primera en la que el Tribunal Supremo tuvo
por ejecutada su Sentencia de 8 de mayo de 1985,

Sostienen los recurrentes en amparo que se les ha
vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva, del art.
24,1 de la Constitucién, al estimar el Tribunal Supremo
ejecutada su Sentencia de 8 de mayo de 1985 por el art. 39.3 de
la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales
del Estado, contrariando asi los términos de lo entonces deci-
dido, pues 1la 1lectura del citado precepto evidencia que
contiene diferencias sustanciales con la Disposicién £final
primera de la Ley 41/1979, de 10 de diciembre, cuyo
cumplimiento disponia aquella Sentencia. A juicio de 1los
recurrentes, existe una clara desviacién entre los establecido
en la Sentencia ejecutoria y lo ejecutado, de forma dque el
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Tribunal Supremo al tenerla por ejecutada ha operado de un modo
puramente formal en lo relativo al entendimiento de lo que 1la
ejecucién significa dentro del sistema ﬁe proteccién de 1los
derechos fundamentales.

2. A la vista del planteamiento del recurso, con-
viene recordar ahora sumariamente la doctrina de este Tribunal
Constitucional sobre las exigencias que, en orden a la ejecu-
cién de las resoluciones judiciales, derivan de lo dispuesto en
el art. 24.1 de la Constitucién. En una serie ya larga de reso-—
luciones (entre otras, SSTC 32/1982, 67/1984, 155/1985,
167/1987, 215/1988) hemos dicho que el derecho a la tutela ju-
dicial efectiva comprende el derecho a que los fallos judicia-
les se cumplan, pues de lo contrario, como es obvio, la garan-
tia constitucional ex art. 24.1 quedaria por entero privada de
sentido y, en contra de lo que la misma Constituciédn requiere,
devendria ineficaz 1la tutela de los propios derechos e
intereses legitimos obtenida de los érganos de la jurisdiccién.
Tal "derecho de ejecucién", que asi deriva del precepto
constitucional citado, impide que el 6rgano judicial se aparte,
sin causa justificada, de lo previsto en el fallo que haya de
ejecutar, o que se abstenga de adoptar las medidas necesarias
para proveer a la ejecucidén misma, cuando ello sea legalmente
exigible. También hemos tenido ocasidén de declarar que, en los
procesos en que se denuncia la inejecucién total o parcial de
una Sentencia, no corresponde a este Tribunal Constitucional 1la
determinacién de cudles sean las decisiones que, en cada caso,
se hayan de adoptar para la ejecucién, ni la revisidén de las
premisas flcticas y del juicio de legalidad con arreglo a las
que la ejecucién se resuelva, cumpliéndole, estrictamente,
velar para que las decisiones se adopten en el seno del
procedimiento de ejecucibén de un modo razonablemente coherente
con el contenido de la resolucién que se haya de ejecutar, esto
es, resolver, en definitiva, si lo ejecutado satisface en forma
congruente y razonable lo decidido en el fallo que cuya ejecu-
cidén se trate. A partir de esta doctrina constitucional debemos
considerar si, en el caso planteado, las resoluciones dictadas
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por el Tribunal Supremo -la providencia y el Auto de 15 de fe-
brero de 1989 vy de 17 de enero de 1990, respectivamente-, que
declararon ejecutada la Sentencia de 8 ae mayo de 1985, han
vulnerado, como los actores sostienen, su derecho a la tutela
judicial efectiva.

3. La Sentencia de 8 de mayo de 1985 estimé par-
cialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
determinados trabajadores del Organismo Auténomo Aeropuertos
Nacionales contra actos presuntos desestimatorios de las peti-
ciones formuladas al Ministerio de Transportes y Comunicaciones
y a la Presidencia del Gobierno, para que por uno u otro Orga-
nismo se diera cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 41/1979,
de 10 de diciembre, y, en consecuencia, en su fallo, que hoy se
dice indebidamente ejecutado, decia literalmente que "el Go-
bierno, por mediacién del Organismo correspondiente de la Admi-
nistracién, debe dar inmediato cumplimiento a lo establecido en
la Disposicién final primera de la Ley 41/1979, de 1 de diciem-
bre". Por la citada Disposicién legal se crearon diversos Cuer-
pos especiales de la Administracién Civil del Estado que depen-
dfan del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones,
previéndose en sus Disposiciones transitorias y finales la in-
tegracién del distinto personal en los citados Cuerpos. En con-
creto, en la Disposicién final primera se ordenaba al Gobierno
para que, conforme a la legislacién vigente en la materia y en
el plazo de seis meses, procediese a la creacién de las escalas
o plazas y a la fijacién de plantillas del Organismos Autdénemo
Aeropuertos Nacionales y se regulase la forma de integracidén o
derechos del concurso-oposiciébn restringido del personal que
venia ejerciendo, en cualquier Organismo adscrito a la Subse-
cretaria de Aviacién Civil al crearse el Ministerio de Trans-
portes vy Comunicaciones, funciones similares a las referidas
escalas o plazas, debiendo respetérseles a quienes no tuvieren
la opcién de integrarse, asi como a quienes teniéndola decidie-
sen no ejercitarla o, en su caso, no superasen el concurso-
oposicién, los derechos que de su condicién deriven de las dis-
posiciones en vigor. Tras diversos avatares en el incidente de
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ejecuciédn que han quedado relatados en los antecedentes de este
Auto, se dicté la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado cuyo art. 3§.3 prevé, en cumpli-
miento de la citada Disposicién final de la Ley 41/1979, la in-
tegracién del persoﬁal civil no funcionario del Organismo Autéd-
nomo Aeropuertos Nacionales y de los restantes érganos que hu-
bieran estado adscritos a la Subsecretaria de Aviacién Civil al
crearse el Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones,
en las Escalas Técnica de Gestién de Organismos Autdnomos, de
Técnicos Facultativos Superiores de los Organismos Auténomos
del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones o de
Titulados de Escuelas Técnicas de Grado Medio del Ministerio de
Transportes, Turismo y Comunicaciones y que la referida inte-
gracién se produciréd a través de la participacién del personal
en un concurso-oposicién, en el que se tendrédn en cuenta,
especificamente, los méritos adgquiridos por dicho personal en
el desempefio de los puestos de trabajo adscritos a dichos Orga-
nismos, respetédndose, en todo caso, las expectativas de promo-
cién profesional y los derechos del personal que no participe o
no supere dichas pruebas.

El Tribunal Supremo consideré que el art. 39.3 de
la Ley 37/1988 constitufia ejecucién, con rango normativo ade-
cuado, de lo establecido en el fallo de la Sentencia, pues daba
cumplimiento a la Disposicién final primera de la Ley 41/1979
en cuanto prevé la integracién del referido personal civil no
funcionario en las escalas antes citadas, regulaba la forma de
integracién de dicho personal en éstas y respetaba, en todo
caso, las expectativas de promocién personal y los derechos que
derivaban de las disposiciones en vigor. Por su parte, sostie-
nen los recurrentes que existe una falta de identidad entre 1lo
ejecutado y lo establecido en el fallo, que cifran, comparando
los preceptos de la Ley 41/1979 y 37/1988, en que no se crean
las escalas o plazas del Organismo Auténomo Aeropuertos Nacio-
nales y en que se sustituye la integracién directa o los dere-
chos del concurso-oposiciédn restringido del personal afectado
por la férmula del concurso-oposicién sin carécter restringido.
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4. Nos corresponde por tanto, determinar si la
providencia del dia 15 de febrero de 19é9, confirmada por el
Auto de 17 de enero de 1990, respeté o no el derecho
fundamental que aqui se invoca. E importa desde ahora advertir,
reiterando 1lo dicho anteriormente, que lo que cabe ahora
examinar es, exclusivamente, si lo ejecutado satisface, en
forma congruente y razonable, lo decidido en la Sentencia de
cuya ejecucidén se trata. Abstraccién hecha de que haya sido el
legislador y no la Administracién quien ha procedido a la
ejecucién de la Sentencia, lo que los recurrentes en amparo y
el Ministerio Fiscal consideran irrelevante desde la éptica del
art., 24 de 1la Constitucidén, es preciso tener presente dos
circﬁnstancias para la resolucién del supuesto contemplado. De
una parte, frente a lo que viene a constituir el naGcleo
argumental de los recurrentes de amparo y en el que basan la
falta de identidad entre lo ejecutado y lo fallado, cual es un
pretendido derecho adquirido a integrarse en la funcién publica
al margen de lo previsto en las disposiciones vigentes en la
materia, resulta que la Sentencia del Tribunal Supremo no hace
tal declaracién de derecho a favor de los solicitantes de
amparo, sino que se 1limita a anular presuntos actos
desestimatorios de las peticiones formuladas pof aquéllos al
Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones y a la
Presidencia del Gobierno y obliga a éste a cumplir una
determinada disposicién legal. No resulta, pues, de la
Sentencia derecho subjetivo de los recurrentes a integrarse en
la funcién ptblica conforme a un determinado régimen juridico,
sino que como en la propia Sentencia se’recoge (considerando
22) lo que la Ley 41/1979 confiere a los recurrentes en amparo
es una mera expectativa a la reorganizacién de su situacién
administrativa, reorganizacién que en el momento de llevarse a
efecto habrd de adecuarse al régimen jJjuridico vigente en la
materia. De otra parte, el régimen juridico vigente en materia
de funcién piblica venia constituido, al darse cumplimiento a
la Sentencia cuya ejecucién se trata, por la Ley 30/1984, de 2
de agosto, que contiene previsiones especificas respecto a la
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creacién y unificacién de las escalas de los Organismos Autdno-
mos de la Administracién del Estado y a los sistemas de acceso
a la funcién publica, y a tales previsiohes ha de acomodarse,
por tanto, la reorganizacién de aquella situacién administrati-
va.

Sentado esto, no cabe apreciar la denegacién de
tutela que los actores dicen haber sufrido, lo que 1lleva a
rechazar que la Sentencia haya dguedado inejecutada y, por
tanto, que se haya producido la vulneracién constitucional
denunciada. En efecto, en tanto los recurrentes en amparo son
titulares de una mera expectativa a integrarse en la funcidn
piblica de acuerdo con las disposiciones vigentes en el momento
en que dicha integracién se produzca y la Sentencia Gnicamente
obligaba a dar cumplimiento a la disposicidén legal de la que
derivaba aquella expectativa, el art. 39.3 de la Ley 37/1988 al
establecer dicha integracién conforme a las disposiciones lega-
les vigentes en materia de funcién pUblica satisface, en forma
congruente y razonable, lo decidido en el fallo de la Senten-
cia, como implicitamente reconoce en su Auto el Tribunal Supre-
mo. Asi, de una parte aquel precepto dispone la integracién de
los actores, de acuerdo con el 1listado de escalas de 1los
Organismos Auténomos de la Administracién del Estado contenido
en la Disposicién transitoria 9.2 de la Ley 30/1984, en una
escala interdepartamental -Escala Técnica de Gestién de
Organismos Autdénomos-— vy en dos escalas de carécter
departamental -Escalas de Técnicos Facultativos Superiores y de
Titulados de Escuelas Técnicas de Grado Medio del Ministerio de
Transportes, Turismo y Comunicaciones-. De otra, establece como
forma de integracién en la funcién publica, segin los sistemas
que para la seleccidn de personal prevé el art. 29 de la Ley
30/1984, el concurso-oposicién, en el que se tendrén en cuenta,
especificamente, los méritos adquiridos por el personal a
integrar en el desempefio de los puestos que vinieran o venian
desempefiado en el Organismo Autdénomo Aeropuertos Nacionales o
en cualquier Organismo adscrito a la Subsecretaria de Aviaciédn
Civil al crearse el Ministerio de Transportes, Turismo Yy
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Comunicaciones. Finalmente, se respetan, en todo caso, las
expectativas de promocién profesional y los derechos del
personal Qque no participe o no supere el éoncurso—oposicién. En
definitiva, en la medida en que el art. 39.3 de la Ley 37/1988
ha dado cumplimiento, conforme a la legislacién vigente, a la
expectativa de integracién de la funcién plblica que para los
actores resultaba de la Disposicién £final primera de la Ley
41/1979, no puede considerarse inejecutada la Sentencia del
Tribunal Supremo, que condendé a la Administracién a dicho
cumplimiento y, en consecuencia, no puede estimarse vulnerado
el art. 24.1 de la Constitucién. |

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Seccidén
acuerda la inadmisién del recurso y el archivo de las actuacio-
nes.

Madrid, a once de febrero de mil novecientos

noventa y uno.
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